
SE EXIME A UN PADRE DE PAGAR LA PENSIÓN POR SU HIJO 
POR CARECER DE INGRESOS

(Comentario a la STS de 2 de marzo de 2015)1

1 Véase el texto de esta sentencia en http://civil-mercantil.com/ (Selección de jurisprudencia de Derecho civil del 1 al 
15 de marzo de 2015).
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Extracto

La obligación de prestar alimentos a los hijos se constituye como un deber inexcusable, si bien, 
no es tan absoluto que obligue a su mantenimiento cuando consta acreditado en autos que el 
progenitor a quien se reclaman carece de ingresos o estos son tan reducidos que no alcanzan a 
cubrir siquiera sus propias necesidades, que vienen siendo atendidas por sus familiares, pues 
en ese caso esa carencia se convierte evidentemente en una causa de fuerza mayor que impide 
incluso la fijación del denominado mínimo vital, al convertirse en una prestación imposible.

Palabras claves:  derecho de familia, pensión de alimentos y modificabilidad.

Fecha de entrada: 12-04-2015 / Fecha de aceptación: 30-04-2015

Carlos Beltrá Cabello
Subdirector general de Gestión de Personal y Relaciones con la  

Administración de Justicia de la Comunidad de Madrid  
Secretario judicial



82 www.ceflegal.com

REVISTA CEFLEGAL. CEF, núm. 172 (mayo 2015)

El presente comentario radica en la posibilidad de variar a menos e incluso suprimir la pen-
sión alimenticia que un progenitor debe abonar a sus hijos como consecuencia de una crisis ma-
trimonial.

Establece el artículo 93 del Código Civil que el juez, en todo caso, determinará la contribu-
ción de cada progenitor para satisfacer los alimentos y adoptará las medidas convenientes para 
asegurar la efectividad y acomodación de las prestaciones a las circunstancias económicas y ne-
cesidades de los hijos en cada momento. De este artículo se desprende lo que la jurisprudencia 
conoce como mínimo vital.

La jurisprudencia de las Audiencias Provinciales lo que denomina mínimo vital se garantiza 
en función de una prestación alimenticia a favor de los menores, que suele oscilar entre los 150 
y 200 euros en que suele fijarse por los tribunales a pesar de que el progenitor no tenga ingresos, 
salvo enfermedad o falta de capacidad o falta de aptitud para acceder al mercado de trabajo, con 
el que se presume que se pueden cubrir las necesidades vitales de los menores.

Aunque esta obligación de prestar alimentos a los hijos se constituye en un deber inexcu-
sable, no es tan absoluto que obligue a su mantenimiento cuando conste acreditado en autos que 
el progenitor a quien se reclaman carece de ingresos o estos son tan reducidos que no alcanzan a 
cubrir siquiera sus propias necesidades, que vienen siendo atendidas por sus familiares, pues en 
ese caso esa carencia se convierte evidentemente en una causa de fuerza mayor que impide in-
cluso la fijación del denominado mínimo vital, al convertirse en una prestación imposible. Y, así 
las cosas, esa situación de carencia de ingresos por parte del progenitor no custodio en este mo-
mento es extremo que debe reputarse acreditado con la prueba practicada en la primera instancia, 
de la que se infiere no solamente que el apelante se encuentra en desempleo sino que además no 
percibe prestación o subsidio alguno, y dicha precaria situación, por supuesto no buscada de pro-
pósito, le impide hacer frente a sus propias necesidades, como lo evidencia el hecho de que ca-
rezca de domicilio independiente viéndose obligado a vivir con sus padres, los cuales, al parecer 
venían haciéndose cargo de la pensión alimenticia, por lo que procede la estimación del recurso 
para suspender temporalmente la pensión hasta que el apelante obtenga ingresos de un trabajo re-
munerado o sea beneficiario de algún tipo de pensión, subsidio o cualesquiera otras prestaciones, 
momento en el que volverá a reanudarse la pensión alimenticia establecida. Se ha de partir de la 
obligación legal que pesa sobre los progenitores, que está basada en un principio de solidaridad 
familiar y que tiene un fundamento constitucional en el artículo 39.1 y 3 de la CE.

De ahí que se predique un tratamiento jurídico diferente según sean los hijos menores de 
edad, o no, pues al ser menores más que una obligación propiamente alimenticia lo que existen 
son deberes insoslayables inherentes a la filiación, que resultan incondicionales de inicio con in-
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dependencia de la mayor o menor dificultad que se tenga para darle cumplimiento o del grado de 
reprochabilidad en su falta de atención.

Por tanto, ante una situación de dificultad económica habrá de examinarse el caso concreto y 
revisar si se ha conculcado el juicio de proporcionalidad del artículo 146 del Código Civil, siendo 
lo normal fijar un mínimo que contribuya a cubrir los gastos repercutibles más imprescindibles 
para la atención y cuidado del menor, y admitir solo con carácter muy excepcional, con criterio 
restrictivo y temporal, la suspensión de la obligación, pues ante la más mínima presunción de 
ingresos, cualquiera que sea su origen y circunstancias, se habría de acudir a la solución que se 
predica como normal, aun a costa de una gran sacrificio del progenitor alimentante.

El interés superior del menor se sustenta, entre otras cosas, en el derecho a ser alimenta-
do y en la obligación de los titulares de la patria potestad de hacerlo «en todo caso», conforme a 
las circunstancias económicas y necesidades de los hijos en cada momento, como dice el artículo 
93 del Código Civil, y en proporción al caudal o medios de quien los da y a las necesidades de 
quien los recibe, de conformidad con el artículo 146 del Código Civil. Ahora bien, este interés 
no impide que aquellos que por disposición legal están obligados a prestar alimentos no puedan 
hacerlo por carecer absolutamente de recursos económicos, como tampoco impide que los padres 
puedan desaparecer físicamente de la vida de los menores, dejándoles sin los recursos de los que 
hasta entonces disponían para proveer a sus necesidades.

La falta de medios determina otro mínimo vital, el de un alimentante absolutamente insol-
vente, cuyas  necesidades, como en este caso, son cubiertas por aquellas personas que, por dispo-
sición legal, están obligados a hacerlo, conforme a los artículos 142 y siguientes del Código Civil, 
las mismas contra los que los hijos pueden accionar para imponerles tal obligación, supuesta la ca-
rencia de medios de ambos padres, si bien teniendo en cuenta que, conforme al artículo 152.2 del 
Código Civil, esta obligación cesa «Cuando la fortuna del obligado a darlos se hubiere reducido 
hasta el punto de no poder satisfacerlos sin desatender sus propias necesidades y las de su familia», 
que es lo que ocurre en este caso respecto al padre. Estamos, en suma, ante un escenario de pobreza 
absoluta que exigiría desarrollar aquellas acciones que resulten necesarias para asegurar el cum-
plimiento del mandato constitucional expresado en el artículo 39 de la CE y que permita proveer 
a los hijos de las presentes y futuras necesidades alimenticias hasta que se procure una solución 
al problema por parte de quienes están en principio obligados a ofrecerla, como son los padres.

Ante la precariedad de la situación económica del progenitor obligado al pago, por carecer 
de ingresos suficientes para atender a sus propias necesidades, las Audiencias Provinciales se en-
cuentran divididas. Unas optan por la suspensión o fijación de un índice porcentual, y otras, como 
la que es objeto de comentario, fijan una cuantía en concepto de mínimo vital.

La cesación de tal obligación no significa que en los casos en que realmente el obligado a 
prestar alimentos al hijo menor de edad carezca de medios para, una vez atendidas sus necesida-
des más perentorias, cumplir su deber paterno, no pueda ser relevado, por causa de imposibilidad, 
del cumplimiento de esta obligación, lo que aquí no acontece.

http://www.ceflegal.com
http://www.cef.es


84 www.ceflegal.com

REVISTA CEFLEGAL. CEF, núm. 172 (mayo 2015)

En atención a lo previamente razonado lo normal será fijar siempre en supuestos de esta 
naturaleza un mínimo que contribuya a cubrir los gastos repercutibles más imprescindibles para 
la atención y cuidado del menor, y admitir solo con carácter muy excepcional, con criterio res-
trictivo y temporal, la suspensión de la obligación, pues ante la más mínima presunción de ingre-
sos, cualquiera que sea su origen y circunstancias, se habría de acudir a la solución que se predica 
como normal, aun a costa de una gran sacrificio del progenitor alimentante.

Lo que realmente plantea dudas es la aplicación de tal precepto a las sucesivas resoluciones 
que pueden modificar los pronunciamientos anteriores una vez fijada la pensión de alimentos, bien 
por la estimación de un recurso o por una modificación posterior, como ocurre en este supuesto, 
que varía el progenitor obligado al pago. Sobre tal cuestión sería de aplicación lo dispuesto en 
el artículo 106 del Código Civil que establece: «Los efectos y medidas previstas en este capítulo 
terminan en todo caso cuando sean sustituidos por los de la sentencia o se ponga fin al procedi-
miento de otro modo», y en el artículo 774.5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil: «Los recursos que 
conforme a la Ley se interpongan contra la sentencia no suspenderán la eficacia de las medidas 
desde la fecha en que se dicte y será solo la primera resolución que fije la pensión de alimentos 
la que podrá imponer el pago desde la fecha desde la interposición de la demanda, porque hasta 
esa fecha no estaba determinada la obligación, y las restantes resoluciones serán eficaces desde 
que se dicta, momento en que sustituyen a las dictadas anteriormente».

Como conclusión se puede obtener la idea de que el hecho de fijar una pensión de alimen-
tos o una determinada cantidad no ha de considerarse como una losa que sea inamovible sino que 
existen determinadas circunstancias que pueden suspender su aplicación. 
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